
TEORÍA DE LA SEGURIDAD JURÍDICA 13

Jorge Zavala Egas

Teoría de
la seguridad jurídica

La seguridad jurídica en
los enunciados constitucionales:
presupuesto y función del derecho

Nuestra Constitución Política comienza por afirmar que
proporcionar seguridad para la efectiva vigencia de los de
rechos humanos y de las libertades fundamentales de muje
res y hombres, es un deber prioritario del Estado ecuatoria
no y así lo prescribe textualmente:

Art. 3.- Son deberes primordiales del Estado:
2. Asegurar la vigencia de los derechos humanos, las li
bertades fundamentales de mujeres y hombres...

Para, inmediatamente, reiterar:
Art. 16.- El más alto deber del Estado consiste en res
petar y hacer respetar los derechos humanos que garan
tiza esta Constitución.

Es decir, es deber primordial del Estado (el de mayor pree
minencia) asegurar la vigencia efectiva de los derechos fun
damentales reconocidos por la Constitución, el respeto ab
soluta a esa realidad conformada por los derechos funda
mentales de la persona. Prescribiendo luego:

Art. 17.- El Estado garantizará a todos sus habitantes,
sin discriminación alguna, el libre y eficaz ejercicio y el
goce de los derechos humanos establecidos en esta
Constitución y en las declaraciones, pactos, convenios y
más instrumentos internacionales vigentes. Adoptará,
mediante planes y programas permanentes y periódicos,
medidas para el efectivo goce de estos derechos.

Mediante esta norma, la Constitución impone al Estado en
su conjunto el deber de ejercer acciones positivas tendentes
a conseguir dos propósitos claros: a) asegurar el goce de los
derechos fundamentales y, b) elaborar y poner en práctica
programas de acción permanentes, que contengan medidas
para que las personas tengan asegurado el goce efectivo de
tales derechos.

Art. 18.- Los derechos y garantías determinados en es
ta Constitución y en los instrumentos internacionales vi
gentes, serán directa e inmediatamente aplicables por y
ante cualquier juez, tribunal o autoridad.
En materia de derechos y garantías constitucionales, se
estará a la interpretación que másfavorezca su efectiva
vigencia. Ninguna autoridadpodrá exigir condiciones o
requisitos no establecidos en la Constitución o la ley,
para el ejercicio de estos derechos.
No podrá alegarse falta de ley para justificar la viola
ción o desconocimiento de los derechos establecidos en
esta Constitución, para desechar la acción por esos he
chos, o para negar el reconocimiento de tales derechos.
Las leyes no podrán restringir el ejercicio de los dere
chos y garantías constitucionales.

La norma constitucional, primero, establece la clara vincu
lación de todos los poderes públicos, incluyendo al judicial,
en forma directa e inmediata, a la vigencia de los derechos
fundamentales, en consecuencia, a no supeditarlos para su
concreción en la vida cotidiana a la promulgación de una
ley o de cualquier otra norma jurídica. No hay intermedia
ción alguna entre los enunciados constitucionales y su apli
cación, por el contrario, es directa e inmediata.

Es fácil observar que nuestra constituyente vincula la
seguridadjurídica de los habitantes del Ecuador con los de
rechos humanos y las libertades fundamentales, con su efec
tiva e inmediata vigencia, con la reserva de ley para su tra
tamiento, con la imposición de la interpretación pro liberta
tis, con la interdicción que, incluso, la misma ley restrinja su
núcleo esencial, es decir, la seguridad jurídica tiene como
presupuesto, fundamento, contenido y finalidad los dere
chos fundamentales de las personas.

Luego, el Ecuador superó la etapa en que el concepto de
seguridad jurídica se limitaba al imperio de la legalidad, a
la vigencia del derecho positivo como suficiente para su vi
gencia que, aunque importante, no es suficiente. En efecto,
la positivación del derecho, el derecho escrito es trascen
dente para una efectiva seguridad jurídica, sin embargo los
sistemas jurídicos anglosajones nos demuestran que seme
jante seguridad jurídica se consigue, también, con la cos
tumbre de aplicar los precedentes judiciales que, sustancial
mente, sigue el sistema inglés como el norteamericano y el
de los países escandinavos, sin perjuicio que exista o no el
derecho escrito.

Por otra parte, es de trascendencia seguir la formulación
de Elías Díaz cuando diferencia la seguridad llamada im
propiamente jurídica que se asienta en la simple legalidad,
de la seguridadjurídica verdadera que sólo es fundada en la
legitimidad de esa legalidad; legitimidad nacida de su esta
blecimiento y su ejercicio democráticos, pero ante todo de
la asunción de los derechos y libertades fundamentales con
sagrados en el estado histórico contemporáneo de las socie
dades más evolucionadas, y cuya conquista es irreversible,
haciendo ilegítimo su desconocimiento1

Pero, además, en nuestro sistema constitucional la
seguridad jurídica es un derecho público subjetivo recono
cido por la norma suprema:

Art. 23.- Sin perjuicio de los derechos establecidos en
esta Constitución y en los instrumentos internacionales
vigentes, el Estado reconocerá y garantizará a las per
sonas los siguientes:
26. La seguridadjurídica
Tal reconocimiento no significa otra cosa que calificar a

la seguridad jurídica como un bien fundamental, esto es,
necesario para satisfacer una necesidad vital del ser huma
no. En efecto, dice 1. Ortega y Gasset: Partimos a la con
quista de una seguridad radical que necesitamos porque,
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precisamente, lo que por lo pronto somos aquello que nos
es dado al servicio dada la vida, es radical inseguridad.2O
como explica, la seguridad, el profesor H. Coing diciendo
que es un deseo arraigado en la vida anímnica del hombre,
que siente terror ante la inseguridad de su existencia, ante
la imprevisibilidad y la incertidumbre a que está sometido3
y, agrega el autor que formula la cita, que es por eso una de
las necesidades humanas básicas que el Derecho trata de
satisfacer a través de la dimensión jurídica de la seguri
dad.... Al igual que afirma el autor de uno de los mejores es
tudios de la seguridadjurídica actuales, José Luis Mezquita
del Caucho: La seguridad es ciertamnente un afán de cada
hombre enraizado en su instinto de supervivencia, y plan
teado por tanto, sobre todo inicialmente como una necesi
dad en la que se apoya la propia organización social; por
lo que siendo el Derecho el instrumento de ésta, resulta ló
gica señalarla entre los fines del mismo. Pero se trata de un
fin que, al menos en una cierta medida, se realiza intrínse
camente desde el propio establecimiento del Derecho y co
mo secuela del Orden que el mismo comporta; por lo que
asimismo es lógico que se califique de inmediato como efec
to objetivo. .. I Es, pues, un bien jurídico que satisface una
necesidad del ser humano. Entendiendo por bien jurídico el
ente que tutelado, garantizado o protegido por el Derecho es
necesario para la realización de la persona humana, como lo
es la vida, el honor, la presunción de inocencia, etcétera. So
bre este punto asevera Elías Díaz que la seguridad es el pri
mer valor que el Derecho realiza (indefectiblemente) desde
su establecimiento en su forma o manifestación más prima
ria, el primer valor jurídico en saltar del ámbito del deber
- ser al del ser efectivo... . En clara síntesis se ha afirmado
que el mundo social se hizo posible por el maravilloso he
cho de que los hombres puedan contar con lo que los demás
puedan hacer.

Mas, de otra parte al considerarla como derecho funda
mental de las personas es objeto, la seguridad jurídica. pa
ra su garantía, de la acción de amparo prevista en el Art.95
de la Constitución Política, cuando cualquier acto, sea por
acción u omisión, proveniente de autoridad pública la lesio
ne o pretenda lesionarla causando daño en forma inminen
te, de esta forma evitando, el Juez de amparo, la violación o
remediando de forma inmediata la lesión sufrida.

De esta forma, en nuestro Derecho la seguridad jurídi
ca se torna en presupuesto del mismo, pero no por su apego
a la legalidad, sino por su vinculación a los derechos que
fundamentan o sustentan el entero orden constitucional e in
formando al mismo en su integridad (principio) y, a su vez,
se convierte en función del Derecho porque éste tiene como
deber prioritario, preeminente e inexcusable dar y poner en
efectiva vigencia la seguridad jurídica de los derechos pú
blicos subjetivos de rango constitucional.

Más adelante trataremos sobre el problema que plantea
la seguridadjurídica como principio y como valor jurídico,
aun cuando sea un tema que corresponde propiamente a la
Filosofía del Derecho, más que a una Teoría General del
Derecho que es en el cual nosotros pretendemos estudiarla.
Mientras ésta es la ciencia del Derecho, la primera es una
estimativa del Derecho desde el punto de vista axiológico y,
fundamentalmente, desde la atalaya de la justicia como va
lor absoluto del Derecho.

Aspectos subjetivo y objetivo
de la seguridad jurídica

La seguridadjurídica se muestra como una realidad ob
jetiva, esto es, se manifiesta como una exigencia objetiva de
regularidad estructural y Jlmncional del sistema jurídico, a
través de sus normas e instituciones. .. . Mas, su faceta sub
jetiva se presenta como certeza del Derecho, es decir, ... co
mo proyección en las situaciones personales de la seguri
dad objetiva. Por ello, se requiere la posibilidad del cono
cimiento del Derecho por sus destinatarios... La certeza re
presenta la otra cara de la seguridad objetiva: su reflejo en

la conducta de los sujetos del Derecho. Esta premisa con
duce a cifrar la exploración del sentido de la seguridad en
el conjunto de caracteres que connotan e informan su di
mnensión objetiva.

La seguridadjurídica tiene, pues, su aspecto estructural
(objetivo), el que es inherente al sistema jurídico, a las nor
mas jurídicas y a sus instituciones y, de ahí, dimana al suje
to que está obligado por el sistema jurídico que adquiere la
certeza o la certidumbre de las consecuencias de sus actos y
las de los demás, ésta es la faceta subjetiva.

La positividad del derecho como
exigencia de la seguridad jurídica

Para la realización de la seguridadjurídica en su aspec
to objetivo, esto es, estructural, afirma, G. Radbruch9,cate
drático de la Universidad de Heidelberg, que se requiere bá
sicamente que exista la positividad del Derecho y que ésta
reúna al menos las siguientes condiciones:
1. Que la positividad se establezca mediante leyes;

2. Que el derecho positivo se base en hechos y no en el
arbitrio del juez;

3. Que esos hechos sean practicables, es decir, suscep
tibles de verificación; y,

4. Que el Derecho positivo sea estable.

Mientras que Lon L. Fuller impone ocho exigencias para
que el Derecho positivo satisfaga el requerimiento de la
seguridadjurídica estructuralmente:

1. Generalidad de las normas;
2. Promulgación;
3. Irretroactividad;
4. Claridad;
5. Coherencia;
6. Posibilidad de cumplimiento;
7. Estabilidad; y,
8. Congruencia entre lo dispuesto en las leyes y su apli

cación.
Sea cuales fuesen las exigencias de un Derecho positivo

que cree seguridad jurídica, según G. Radbruch, para que
ésta exista siempre deberá existir positividad del Derecho,
pues, si nadie es capaz de fijar lo que es justo, alguien tie
ne que establecer lo que debe ser derecho; y si el derecho
debe cumplir lafiJnción de poner un término a la pugna de
las concepciones jurídicas contrapuestas por medio de un
fallo de poder autoritario, hay que otorgar el estableci
miento del derecho a una voluntad que sea capaz de hacer
lo cumplir en contra de toda concepción jurídica que se le
oponga. Aquel que es capaz de hacer cumplir el derecho de-
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muestra que está llamado a establecerlo.. .» En igual senti
do afirma Heinrich Henkel, profesor de la Universidad de
Hamburgo, que en cuanto a la seguridadjurídica referida al
Derecho de normas establecido, ... el acto de «positiva
ción» del Derecho en las normas establecidas satisface ya
una exigencia de la seguridad jurídica. Casi toda tarea ju
rídica de regulación... deja siempre en pie dudas e incerti
dumbres, e incluso, frecuentemente, varias posibilidades
defendibles de solución. En estos y en otros casos es una ur
gente exigencia dirigida al Derecho la de ir más allá de las
consideraciones jurídicas discrepantes y «establecer lo que
sea Derecho». La «positividad», pues, crea la primera base
de la seguridad jurídica...

Pérez Luño discrepa en cuanto a que no cree que se pue
da subsumir la positividad en la seguridad, pues, la positivi
dad constituye un elemento necesario de la organizaciónju
rídica de cualquier tipo de sociedad. Mientras que la segu
ridad es un valor que puede darse o no en las dferentesfor
mas históricas de positividad jurídica. De hecho, han exis
tido ordenamientos jurídicos de seguridad precaria o prác
ticamente inexistente; pero no ha existido ninguno carente
de positividad...

En efecto, la historia nos enseña de múltiples sistemas
jurídicos positivos que han asegurado la inseguridad jurídi
ca y hasta la iniquidad antes que proporcionar debida segu
ridad a los derechos fundamentales de las personas, basta
recordar el ordenamiento jurídico nacional socialista en
Alemania. Por ello la necesaria legitimidad de la Legalidad
de la que antes hablamos. Al respecto afirma J.L. Mezquita
del Caccho: En efecto, debe tenerse en cuenta que los Or
denamientos establecidos por un Estado de estructura anti
democrática, son «todas» las nociones clave del Derecho
las que quedan distorsionadas, empezando sin duda por la
Legalidad, y no porque se de preeminencia a la Seguridad
sobre todo otro valor sino porque la propia idea de Seguri
dad es deformada, haciéndola retroceder de su condición
de «seguridad jurídica» (inherente al Derecho legítima
mente establecido y actuado) a la de «seguridad protojurí
dica», resultante de un Derecho impuesto, que tampoco ca
be en consecuencia calificar de «Legalidad», sino de Lega
lismo suplantador «Leyes que no son Derecho», como han
sido acertadamente calificadas en alguna ocasión. Al fin y
al cabo, en las dictaduras también es característicamente
proclamada por todas las instancias oficiales y en todas las
«Normas Fundamentales», una ambigua y mesiánica con
cepción de la «Justicia» que suplanta la espontáneamente
intuida en las sociedades en que aquellas regímenes sobre
vienen; y no por ello sufre la Justicia como idea desvalori
zación alguna, una vez que la normalidad y la racionalidad
son establecidas.’3

Requisitos de la ley en una correcta
positivación del derecho, a efectos
de una seguridadjurídica estructural

En el campo normativo la interpretación de los requisitos
que debe reunir la Ley para una correcta estructuración de
la seguridad jurídica surge en la etapa del Iluminismo jurí
dico con la expresión de Anselm Von Feuerbach, nullumn
crimen nulla poena sine lege (Art.24, No. 1 C. Pol.). Sus
alcances no se agotan en el derecho penal, pues, la inter

pretación del término lege alcanza a toda la normativa del
ordenamiento jurídico, sea cual fuese su ubicación entre
las fuentes del Derecho, es decir, no sólo se limita a la Ley
formalmente concebida y exige, tal normativa, los siguien
tes requisitos:
1. Lege promulgata, se refiere a la necesidad de las leyes

escritas y a su publicación para el conocimiento de to
dos, pues, no existe mayor inseguridad que vivir en el
desconocimiento de las consecuencias de los propios ac
tos y las de las acciones de los demás. Ello, histórica
mente, equivale a vivir como los plebeyos de la Roma
anterior a las XII Tablas, que desconocían el Derecho
imperante el que, privilegiadamente, sólo era conocido
por el sector de las clases altas de la sociedad romana.

2. Lege manifiesta, la exigencia de la claridad de las leyes,
a evitar su obscuridad, su doble sentido. La claridad re
quiere de una tipificación unívoca de los supuestos de
hechos y una limitación en las consecuencias previstas,
pues, de esta forma se evita la discrecionalidad de los ór
ganos encargados de su aplicación.

3. Lege plena, implica la ausencia de lagunas normativas en
el sistema jurídico. Siempre debe haber una repuesta nor
mativa a cualquier situación de hecho que se produzca.
Por ello, los sistemas jurídicos construyen su sistema de
fuentes, prevén la integración, la interpretación extensi
va, la analogía y la aplicación de los principios generales
del Derecho y de esta forma, evitan las llamadas lagunas
normativas constitutivas de inseguridad jurídica.

4. Lege stricta, se refiere al principio de Reserva de Ley,
por el cual sólo la norma general y abstracta, formal
mente expedida por los Parlamentos, puede regular cier
tas materias relativas a la libertad de las personas como
sus derechos y garantías, su responsabilidad penal y lo
referido al derecho de propiedad, incluido el sistema tri
butario. Se confía a ese campo de acción de la Ley estas
materias por la jerarquía de esta fuente normativas por
que así se evita que normas de rango inferior, como los
reglamentos o las ordenanzas, menos los actos adminis
trativos, puedan reformar o deroga, derechos fundamen
tales de las personas. Nuestra Constitución es, en este
punto, clara al respecto y prescribe:
Art. 141.- Se requerirá de la expedición de una ley para
las materias siguientes:
1. Normar el ejercicio de libertades y derechos funda

mentales, garantizados en la Constitución.
2. Tipificar infracciones y establecer las sanciones co

rrespondientes.
3. Cream tnodficar o suprimir tributos, sin perjuicio de

las atribuciones que la Constitución confiere a los
organismos del régimen seccional autónomo.

4. Atribuir deberes o cargas a los organismos del régi
men seccional autónomo.

5. Modificar la división político-administrativa del
país, excepto en lo relativo a parroquias.

6. Otorgar a los organismos públicos de control y regu
lación, la facultad de expedir nonnas de carácter
general, en las materias propias de su competencia,
simm que estas puedan alterar o innovar las disposi
ciones legales.

7. Reformar o derogar leyes e interpretarlas con carác
ter generalmente obligatorio.
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8. Los casos en que la Constitución detennine.
Este es el campo reservado a la actuación de la Ley y,
por tanto, es inconstitucional que cualquier norma jurí
dica de otro rango, inferior a la Ley, pretenda reformar
o derogar cualesquiera de las materias señaladas.

5. Lege previa, lo cual implica que siempre debe poder
predecirse las consecuencias de un acto porque se cono
ce las consecuencias con antelación, esto es, se trata de
posibilitar la previa calculabilidad de los efectos jurídi
cos de los comportamientos. Por ello, contradice esta
exigencia la retroactividad de las leyes, afirmando Pérez
Luño, que esta garantía se traduce en la exigencia de
irretroactividad de las normas, en cuya virtud no se
puede extender la aplicación de las leyes a conductas
previas a su promulgación que, por tanto, fueron reali
zadas antes de que pudiera conocerse su contenido.14

6. Lege perpetua, referida a la necesaria estabilidad del
Derecho que es fundamental para generar certeza en su
contenido. Por otra parte, se constituye en la base para
la existencia de dos instituciones necesarias para la
seguridadjurídica de las personas: la cosajuzgada, que
tiene la cualidad de atribuir inamovilidad a las decisio
nes judiciales no susceptibles de recurso procesal algu
no y los derechos adquiridos que protege las situacio
nes jurídicas nacidas de acuerdo con la legalidad vigen
te al momento de su configuración, frente a cambios en
la legislación que pudieran afectarlos ex post facto, es
decir, de fonna retroactiva.
De esta forma debe estructurarse el sistema jurídico pa

ra su correcto funcionamiento que tenga como efecto inme
diato la seguridad jurídica requerida por la sociedad y las
personas individualmente consideradas. Mas, como bien
afirma el Tribunal Constitucional español, la seguridad
jurídica es una suma de certeza y legalidad, jerarquía y pu
blicidad normativas, irretroactividad de lo no favorable e
interdicción de la arbitrariedad. . .pero que si se agotara en
la adición de esos principios, no hubiera precisado serfor
mulada expresamente (Sentencia 27/198 1 de 20 de julio).

La corrección funcional del derecho
como requisito para la vigencia estructural
de la seguridad jurídica

En este caso, se trata ya no de una estructuración deter
minada de las normas jurídicas en un sistema, sino del co
rrecto funcionamiento del mismo, básicamente, de la suje
ción de los poderes públicos al principio de legalidad, en
igual forma que se exige igual sometimiento a los ciudada
nos.

La vinculación de todas las personas públicas y priva
das a la ley, que emana de la soberanía popular a través de
sus representantes, y que se dirige al reconocimiento y tute-
la de los derechosfundamentales, constituye la clave de bó
veda del Estado de Derecho. . .

.“ Por lo pronto, la garantía
de la acción de amparo (Art.95 C. Pol.) y las acciones de in

constitucionalidad de normas de efectos generales y de nor

mas administrativas de efectos particulares (Art.276, Nos. 1

y 2 c. Pol.), además de la facultad de inaplicación normati

va que tienen los jueces (Art.274 C. Pol.), son garantías pa-

ra ese correcto funcionamiento. De este modo queda preve
nida la arbitrariedad de cualquier autoridad pública y se
precautela la transgresión impune del Derecho por parte de
cualquier particular con la presunción iuris et de iure del co
nocimiento del Derecho por todos los ciudadanos, dado que
su desconocimiento o ignorancia no excusa a persona algu
na (Art. 13 CC). El carácter inviolable del Derecho, su res
peto y aceptación lo mismo por quienes lo crean y aplican
que por el resto de ciudadanos es condición indispensable
para una convivencia ordenada y libre..

Contra la correcta funcionalidad del Derecho que afecta
a la seguridad jurídica se pueden citar dos males de la Ad
ministración Pública y de los órganos judiciales: el silencio
administrativo, lo cual se ha tratado se subsanar con la su
plantación de la voluntad de la Ley al silencio de la autori
dad competente, sea con efecto positivo o con efecto nega
tivo y, por otra parte, las dilaciones indebidas de los proce
dimientos y de los procesos que menoscaban una correcta
aplicación de la tutela judicial efectiva.

Haciendo un esfuerzo de compilación, diversos autores’7
españoles afirman que el el derecho a la seguridadjurídica
en sentido amplio, compendia y resume todos los derechos
del individuo y descomponen la corrección funcional de la
seguridad jurídica afirmando que ésta debe concretarse en
estos puntos:
1. El respeto de la jerarquía de las normas establecidas re

quisito ineludible en todo Estado de Derecho;
2. En un control riguroso de su constitucionalidad, que ha

ga posible la adecuada defensa de la Constitución;
3. En la unidad de jurisdicciones, procediendo a la desapa

rición de los distintos fueros especiales que en la actua
lidad coexisten;

4. En la consagración del principio que nadie puede ser
condenado sin ser oído y sin que medie un proceso re
gular y,

5. En definitiva, en la observancia, respeto y garantía de
los derechos individuales y colectivos reconocidos hoy
en todo sistema democrático de gobierno.
Resumiendo lo expresado antes podemos afirmar, en

consecuencia, que la seguridad jurídica no se reduce a un
puro legalismo y que requiere consolidarse en su faz objeti
va, tanto estructural como funcionalmente, así como en su
faceta subjetiva en condición de certeza. Como afirma el
profesor español tantas veces citado el concepto de seguri
dadjurídica comprende, pues, el de Legalidad como expre
sión principal y cualificante, pero no única; y mucho menos
es una simple secuela de ésta. seguridadjurídica es un tér
mino idóneo para comprender cualquierfórmula dirigida a
contrarrestar todo tipo de peligro para la confianza de los
ciudadanos en el Derecho, sea cual fuere la naturaleza del
riesgo y de la incidencia subjetiva inherente a él, bien se
trate de certeza estable en el conocimiento de la norma, de
fe en el correcto funcionamiento de las instituciones, o de
conciencia del propio valor en la comunidad jurídicamente
ordenada. .. .
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Necesidad de un sistema de normas
(primarias y secundarias) que tenga efectos
cerciorantes de la legalidad 1egítima’

Asumiendo la existencia de las normas primarias o re
glas de conducta y de las secundarias, esto es, normas sobre
otras normas, un Sistema Jurídico debe producir certeza en
cuanto a la legalidad y a su estabilidad, produciendo efectos
en lo referido a:

- Al nacimiento mismo de las leyes, en virtud de los
requisitos de gestación, promulgación y publicación.

- A su extinción, por vía de exigencias y requisitos de
derogación formal.

- A la compatibilidad e interferencias entre leyes (las
mal llamadas derogaciones incompletas o imperfec
tas).

Estos son efectos en cuanto a la información del contenido
de las leyes que realice un cierto contrapeso a la presunción
de derecho del conocimiento de las mismas leyes por todos
los ciudadanos. Otros son:

- Al ámbito espacial de su vigencia (leyes territoriales
especiales y leyes sobre efectos extraterritoriales).

- Al ámbito temporal de esa vigencia (vacación legal
y entrada en vigor; normas transitorias; irretroactivi
dad normal y retroactividad excepcional, etc.).

- Al ámbito personal abstracto de los sujetos destina
tarios de las normas, entre los que no puede produ
cirse discriminación por razón alguna, conforme al
principio constitucional de igualdad de los ciudada
nos ante la Ley.

- Al orden jerárquico debido entre leyes de distinto
rango, según la gradación establecida en la Constitu
ción.

- A los márgenes de creatividad normativa, comple
mentaria y de desarrollo que le quepa a la adminis
tración a través de la potestad reglamentaria, y bajo
qué requisitos, determinados unos y otros en la
Constitución; y al conocimiento efectivo de su ejer
cicio, dado el requisito de publicación oficial de di
chas disposiciones.

- Al margen de la creatividad normativa complemen
taria que sea posible dejar a la jurisprudencia de los
Tribunales, determinado en la propia Constitución y
Leyes Orgánicas que la desarrollan.

- A la existencia misma de esa jurisprudencia y los
principios generales declarados por ella, a través del
requisito legal de publicación de los fallos judiciales.

- A la existencia de las costumbres, a través de las re
glas legales o jurisprudenciales acerca de su admi
sión, extensión y prueba.

La necesidad del imperio del principio
de legalidad sobre la administración

Como bien afirma el autor en cita, además del efecto
cerciorante en cuanto a la producción del Derecho, el prin
cipio de legalidad crea seguridad acerca de que el Derecho
establecido será efectiva y estrictamente aplicado en la es
fera administrativa.

Las garantías que se exigen como derivación del princi
pio de legalidad en la actuación de la Administración Públi
ca son:
- El autocontrol de la propia Administración a través de

los principios de regulación, de competencias y Procedi
miento que, nuestra Constitución, prescribe en el
Art.119 y garantiza en el Art.24, No.1 de la misma, re
gulando el Procedimiento en el Estatuto del Régimen
Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva (ERJA
FE).

- El control de la potestad reglamentaria (Arts. 196 y 276,
No.1 C.Pol.).

- El control judicial de cualquier acto de la Administra
ción, sea normativo, en ejercicio de la potestad regla
mentaria, como acto estrictamente ejecutivo, tal como lo
prevé el Art. 196 de la Constitución Polftica cuando
prescribe que los actos administrativos generados por
cualquier autoridad de las otras funciones e institucio
nes del Estado, podrán ser impugnados ante los corres
pondientes órganos de la Función Judicial, en la forma
que determina la ley.

- En el control del Tribunal Constitucional que puede juz
gar cualquier acto administrativo sea normativo o ejecu
tivo, de efectos generales o de efectos particulares, tal
como lo prescribe el Art.276, Nos. 1 y 2 de la Constitu
ción.

- El control que puede ejercer sobre la actividad adminis
trativa el Defensor del Pueblo, tal como lo prescribe el
Art. 96 de la Constitución Política y la misma Ley Or
gánica de la Defensoría del Pueblo.

- La vigencia de la responsabilidad de la Administración,
sus delegatarios y concesionarios, que estarán obligados
a indemnizar a los particulares por los perjuicios que les
irroguen como consecuencia de la prestación deficiente
de los servicios públicos o de los actos de sus funciona
rios y empleados, en el desempeño de sus cargos (Art.20
C. Pol.).
A lo dicho hay que agregar el cumplimiento del Poder

judicial de las garantías del debido proceso que prevé el Art.
24 de la Constitución ecuatoriana y así tendremos una co
rrección estructural y funcional de la seguridad jurídica en
nuestra sociedad, que infunda certeza en los ciudadanos, ya
en forma individual, de vivir con pleno aseguramiento de
los derechos fundamentales.

De esta forma, encontraremos en la correcta formula
ción del Derecho positivo y en su correcta aplicación, fun
damentado siempre en los derechos fundamentales de las
personas y en los derechos colectivos de los grupos y orien
tado hacia su efectiva vigencia, una seguridadjurídica lega
lizada y legítima.

La seguridad jurídica,
¿principio o valor jurídico?

La diferencia entre valor y principio estaría dada porque
el primero está por sobre la normativa y, por ello, incluso en
una dimensión diferente a los Principios Generales del De
recho; mientras que el segundo tiene clara función normati
va, pues, es un Principio General, si bien su cometido, en
atención a su tipo informador del Ordenamiento jurídico,



18 TEORÍA DE LA SEGURIDAD JURÍDICA

en el que es capaz de suplir —y precisamente debido a su
gran generalidad- la insuficiencia de que adolecen otras
normas que, pese a revestir el carácter general esencial a
toda norma legal, preconfiguran, dentro de ciertos límites,
situaciones y circunstancias jurídicas determinables, por lo
que pueden pecar de cortedad... •2 Por tanto, desde este
punto de vista la seguridadjurídica es un principio y no un
valor que carece de una virtualidad normativa. Por el con
trario, como principio la seguridad jurídica es fuente del
Derecho y suple cualquier laguna normativa concreta.

Lo que sucede es que nuestra Constitución ha puesto a
la seguridad jurídica como un valor a alcanzar o concretar
por el Estado, pues, no de otra forma se explica que se la
considere como uno de los deberes prioritarios del Estado
(ArL3, No.2 C. Pol.) o el más alto deber del Estado (Art.16
C. Pol.) y, de esta forma, deja de ser simple fuente supleto
ria de aplicación del Derecho y se convierte en eje del De
recho, nada menos que a la par del valor justicia.

Lo que sí es necesario considerar es que la justicia es el
valor final del Derecho, mientras que la seguridad jurídica
es valor instrumental con respecto a aquélla. Se la consolida,

se la estructura y se la garantiza funcionalniente para llegar
a la justicia. Es un valor fundante la seguridad jurídica,
mientras que la justicia es un valor fundado o valor superior.

Pero lo trascendente es que cualquiera que fuere el ran
go del valor seguridad jurídica es el más inmediato al De
recho o, como bien afirma M22J23

ezquita, el primero en el orden lógico - temporal, el más
directamente motivador de todo sistema jurídico. Reflexión
que hace recordar a Recasens Siches cuando afirma que el
Derecho no ha nacido en la vida humana por el deseo de
rendir homenaje y culto a la idea de Justicia, sino para col
mar una ineludible exigencia de seguridad y certeza en la
vida social. A la pregunta de por qué y para qué hacen los
hombres Derecho, no nos vendrá respuesta de la quintae
sencia de la idea de Justicia, ni de su séquito de egregios
valores complementarios, sino de un valor subordinado: el
de seguridad, correspondiente a una necesidad hu,nana.

Luego, admitamos un rango de los valores jurídicos pa
ra poder admitir a la seguridad jurídica como un valor ins
trumental para la consecución de la justicia que es el valor
absoluto para el Derecho.
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